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Temas: 
DERECHOS DE PETICIÓN Y AL DEBIDO PROCESO / DEBER DE DAR RESPUESTA OPORTUNA, CLARA, COMPLETA, DE FONDO Y CONGRUENTE. [E]l demandante elevó la petición de que da cuenta en su demanda, pero no ha logrado la satisfacción final, esto es, la entrega del recibo de pago que conlleve a la entrega de la libreta militar; y si lo que ocurre es que , según el Comando, el interesado no ha completado en la plataforma virtual el registro respectivo, ni ha llevado los documentos en físico, fuera de la certificación que se le expidió sobre su situación, (f. 5) nunca se le ha indicado con la precisión y claridad que ello demanda, cuáles documentos son los que aún le falta acreditar en la plataforma, ni qué pasos posteriores debe agotar para la consecución del recibo de pago. Para ello, no basta la respuesta brindada a esta Colegiatura, es necesario que al peticionario se le haga saber. Y en lo que al debido proceso se refiere, el entendimiento que le da la Sala al artículo 28 de la Ley 1861, es que lo que está sometido a una reglamentación es lo atinente a las facilidades que se deben otorgar a los ciudadanos para el pago de la cuota de compensación militar, pero no la expedición de los documentos relacionados con la liquidación. Ello es lógico, porque, de lo contrario, sería someter a los colombianos a una reglamentación, que pudiera tardarse, para que puedan obtener su libreta militar, cuando la situación es diversa, pues el mismo parágrafo señala que, mientras se conoce la reglamentación, de las facilidades, se insiste, la cuota de compensación militar se debe pagar en un término de 90 días, siguientes a la fecha de la ejecutoria del  recibo de liquidación, que se pueden prorrogar por un término igual, a solicitud del interesado.
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Acta Nro. 592 de noviembre 10 de 2017
  



Decide la Sala la acción de tutela interpuesta por Jhon Mario Tobón Cardona,  contra el Distrito Militar No. 22.
ANTECEDENTES
   



Jhon Mario Tobón Cardona, instauró acción de tutela contra el Distrito Militar No. 22 y el Batallón San Mateo, con el fin de que se le protejan sus derechos fundamentales que citó como “trabajo digno, mínimo vital, vida digna, integridad personal” de los cuales es titular.
   



Narra, en resumen, que cuenta 27 años de edad; es hijo único; por motivos personales no pudo tramitar la libreta militar; en el mes de abril del presente año acudió a solicitar los requisitos que debía cumplir para obtenerla, teniendo en cuenta que suscribió un contrato de prestación de servicios y se comprometió a tramitar dicho documento en un lapso de 6 meses a partir del 26 de febrero de 2017, pero pese a las repetidas ocasiones en las que ha solicitado la liquidación para el pago de la misma, no ha sido posible; la última información que se le brindó en el Distrito, esto es, el 20 de octubre, es que como la plataforma aún está en proceso de actualización, posiblemente solo hasta febrero de 2018 se pueda solucionar la situación.
  



Pidió, por tanto, el amparo de los derechos invocados, y que se ordene a la parte accionada que le expida la liquidación del costo de la libreta militar para poder pagar y lograr su entrega.





Con la demanda, entre otros documentos, aportó copias de certificados expedidos por la entidad demandada acerca del trámite en el que se encuentra la referida liquidación.

 



Mediante auto del 26 de octubre se le dio impulso a la demanda. Se pronunció el Comandante del Distrito Militar quien explicó el proceso que se sigue en el caso del actor, en vigencia de las Leyes 48 de 1993 y 1184 de 2008, cuando el interesado inició el respectivo proceso para la expedición de su libreta; dijo que es el mismo interesado el que debe cargar la documentación en la plataforma virtual www.libretamilitar.mil.co y una vez lo hace, el Distrito procede a la validación de la misma, pero en el caso concreto, se tiene que el accionante no ha terminado dicha gestión. Además, debe arrimar la documentación física para expedir la liquidación y recibos de la cuota de compensación militar. De otro lado, la Ley 1861 de 2017, derogó la Ley 48 y modificó la 1184, citadas, en relación con el reglamento de liquidación respectiva y dispuso su reglamentación, en un término no mayor a 6 meses a partir de su vigencia y, por tanto, no es por amaño del Comando que no se haya podido efectuar la liquidación, sino por una disposición legal, por la falta de reglamentación y del sistema informático adecuado para ello. Sin embargo, se han extendido a los ciudadanos certificaciones como la entregada al accionante, en la que se refiere su situación actual en el proceso de definición de situación militar, para no dificultar su ingreso a posibles empleos o demás trámites que se requieran. Por ello, no se vulnera el derecho al trabajo, pues la Ley 1861 prohibió a las entidades públicas y privadas la exigencias del referido documento para permitir el ingreso a un empleo y otorgó 18 meses a partir de la fecha de vinculación laboral para definir la situación, con la única exigencia de acreditar el estado en que se encuentra el ciudadano en tal sentido y para ello, el 4 de octubre de 2017 se le entregó la certificación del caso.
La Dirección de Reclutamiento del Ejército señaló que la competencia, en casos como este, radica en las Zonas y Distritos Militares. 
CONSIDERACIONES
Dispone el artículo 86 de la Constitución Nacional que “Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública”

Haciendo uso de esa garantía, Jhon Mario Tobón Cardona, promovió en su propio nombre esta acción de tutela, en procura de la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, que estimó vulnerados por la entidad a la que demandó por no expedirle la liquidación que corresponde, en aras de poder pagar y obtener la libreta militar.
Se invoca, primordialmente, el derecho al trabajo, que el actor estima amenazado y trasgredido al no contar con la definición de su situación militar por la causa antedicha, como quiera que se comprometió a entregar el documento respectivo ante su empleador en un término de 6 meses, a partir de febrero del presente año. 
Mirada en ese contexto la cuestión, si bien el derecho al trabajo es de relevancia constitucional, a la luz de la nueva Ley 1861 de 2017, “Por la cual se reglamenta el servicio de reclutamiento, control de reservas y la movilización.” se encuentra que esa normativa establece, con toda precisión,  en su artículo 42 que:




La situación militar se deberá acreditar para ejercer cargos públicos, trabajar en el sector privado y celebrar contratos de prestación de servicios como persona natural con cualquier entidad de derecho público.

Sin perjuicio de la obligación anterior, las entidades públicas o privadas no podrán exigir al ciudadano la presentación de la tarjeta militar para ingresar a un empleo. Las personas declaradas no aptas, exentas o que hayan superado la edad máxima de incorporación a filas podrán acceder a un empleo sin haber definido su situación militar. Sin embargo, a partir de la fecha de su vinculación laboral estas personas tendrán un lapso de dieciocho (18) meses para definir su situación militar. En todo caso, no se podrán contabilizar dentro de los dieciocho (18) meses, las demoras que no le sean imputables al trabajador.

Los ciudadanos que accedan a los beneficios previstos en el presente artículo, deberán tramitar ante las autoridades de reclutamiento una certificación provisional en línea que acredite el trámite de la definición de la situación militar por una única vez, que será válida por el lapso de tiempo indicado anteriormente.

PARÁGRAFO 1o. Las personas declaradas no aptas, exentas o que hayan superado la edad máxima de incorporación a filas, que tengan una vinculación laboral vigente y no hayan definido su situación militar, tendrán un plazo para normalizar su situación de dieciocho (18) meses contados a partir de la vigencia de la presente ley.

Y el artículo 23 de la misma Ley, prevé que los colombianos declarados aptos para ser incorporados, podrán serlo a partir del cumplimiento de la mayoría de edad y hasta faltando un día para cumplir los 24 años.

   



De manera que, si el actor tiene a esta época 27 años de edad (f. 8), es claro que, en aplicación de estas reglas, ni puede ser incorporado en condiciones normales, ni se le puede exigir, de momento, tarjeta militar para permanecer en su cargo, pues la misma ley lo blinda por un período de 18 meses, contados a partir de su vigencia, que es apenas del mes de agosto pasado.




  



De allí la imposibilidad de concluir, en las condiciones actuales, que la entidad castrense pueda estar vulnerando su derecho al trabajo, que lo tiene, o al mínimo vital, o a su dignidad. 

 



Ahora, como en todo caso, se alude a la obligación de definir la situación militar y la misma legislación contempló unos plazos para normalizarla, hay que ver si los que están en juego, más bien, son los derechos fundamentales de petición y al debido proceso. 
Para definirlo, se trae a colación el artículo 28 de la misma Ley 1861, que señala: 
Modifíquese el artículo 7o de la Ley 1184 de 2008, el cual quedará así:
Para el pago de la cuota de compensación militar y de las sanciones e infracciones causadas en el proceso de definición de la situación militar, podrán establecerse facilidades para realizar el pago. Para lo anterior, podrá establecerse cualquiera de las modalidades de pago y de cobro coactivo previstas en la ley. El Gobierno nacional reglamentará la materia en un término no mayor a seis (6) meses a partir de la vigencia de esta ley. La cuota de compensación militar liquidada se pagará dentro de los noventa (90) días siguientes a la fecha de ejecutoria del correspondiente recibo de liquidación, prorrogables por el mismo término a solicitud del interesado.

PARÁGRAFO TRANSITORIO. Hasta tanto no se reglamente la materia, cuota de compensación militar liquidada se pagará dentro de los noventa (90) días siguientes a la fecha de ejecutoria del correspondiente recibo de liquidación; vencido este término sin que se efectúe el pago, deberá cancelar una suma adicional a título de sanción, equivalente al quince por ciento (15%) del valor inicialmente liquidado. Tanto la Cuota de Compensación Militar como la sanción, deben ser canceladas dentro de los sesenta (60) días subsiguientes”.
En cuanto al derecho de petición, afirma el accionante, y ello no fue refutado por la contraparte, que ha solicitado en varias ocasiones la liquidación del caso, para proceder como corresponde y obtener su libreta, pero con resultados negativos, pues se le ha hecho alusión a la falta de actualización en el sistema. No obstante, el Comandante del Distrito Militar No. 22, expresó en su respuesta que el interesado no ha terminado de cargar la documentación necesaria en la plataforma virtual de la entidad con el fin de proceder a la revisión y validación de rigor, luego de lo cual debe arrimar en físico la documentación al Comando para proceder a expedir los recibos de pago.
El derecho de petición parte de la posibilidad de presentar solicitudes escritas o verbales para los fines que cada persona estime pertinentes, con la obligación correlativa del requerido de ofrecer una respuesta clara, congruente, de fondo y oportuna; esto es, una respuesta que carezca de contenido abstracto o evasivo, que solucione dentro de los límites de lo posible la situación o inquietud del peticionario; que respete los límites temporales que la ley ha fijado para emitir un pronunciamiento y, por último, que se le ponga en conocimiento al solicitante, al margen del sentido de la respuesta, esto es, que sea favorable o desfavorable, pues de lo contrario ningún efecto produciría
. 
Es un hecho indiscutido, se dijo, que el demandante elevó la petición de que da cuenta en su demanda, pero no ha logrado la satisfacción final, esto es, la entrega del recibo de pago que conlleve a la entrega de la libreta militar; y si lo que ocurre es que , según el Comando, el interesado no ha completado en la plataforma virtual el registro respectivo, ni ha llevado los documentos en físico, fuera de la certificación que se le expidió sobre su situación, (f. 5) nunca se le ha indicado con la precisión y claridad que ello demanda, cuáles documentos son los que aún le falta acreditar en la plataforma, ni qué pasos posteriores debe agotar para la consecución del recibo de pago. Para ello, no basta la respuesta brindada a esta Colegiatura, es necesario que al peticionario se le haga saber. 

Y en lo que al debido proceso se refiere, el entendimiento que le da la Sala al artículo 28 de la Ley 1861, es que lo que está sometido a una reglamentación es lo atinente a las facilidades que se deben otorgar a los ciudadanos para el pago de la cuota de compensación militar, pero no la expedición de los documentos relacionados con la liquidación. Ello es lógico, porque, de lo contrario, sería someter a los colombianos a una reglamentación, que pudiera tardarse, para que puedan obtener su libreta militar, cuando la situación es diversa, pues el mismo parágrafo señala que, mientras se conoce la reglamentación, de las facilidades, se insiste, la cuota de compensación militar se debe pagar en un término de 90 días, siguientes a la fecha de la ejecutoria del  recibo de liquidación, que se pueden prorrogar por un término igual, a solicitud del interesado. 
Así que no se advierte ninguna circunstancia que impida la liquidación. 
En atención a lo dicho, se concederá el amparo de estos derechos, y se dispondrá que el Comandante del Distrito Militar No. 22, Mayor Fabián Bernardo Forero Rey, o quien haga sus veces, proceda, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del fallo, a dar respuesta de fondo, clara y precisa al demandante, sobre los documentos que le falta cargar en el aplicativo y la necesidad de que luego los presente en físico. Hecho lo anterior, y allegada la documentación respectiva, dentro del término que señala el artículo 14 de la Ley 1755 de 2015, deberá proceder a la liquidación y expedición de recibo de pago de la cuota de compensación militar que corresponde al accionante. 
 



DECISIÓN  

Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONCEDE el amparo a los derechos de petición y al debido proceso en favor de Jhon Mario Tobón Cardona frente al Distrito Militar No. 22 con sede en esta ciudad.

En consecuencia, se le ordena al comandante de dicho ente, Mayor Fabián Bernardo Forero Rey, o quien haga sus veces, que proceda, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del fallo, a dar respuesta de fondo, clara y precisa al demandante, sobre los documentos que le falta cargar en el aplicativo y la necesidad de que luego los presente en físico. 

Hecho lo anterior, y allegada la documentación respectiva, dentro del término que señala el artículo 14 de la Ley 1755 de 2015, deberá proceder a la liquidación y expedición de recibo de pago de la cuota de compensación militar que corresponde al accionante. 
De tal gestión, se informará a este despacho.    





Se niega la protección de los demás derechos fundamentales invocados.

   



Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, si no es impugnada.

Una vez regrese, se dispone el archivo del mismo.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                 DUBERNEY GRISALES HERRERA   

� Sentencia T-404 de 2015
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